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La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en los artículos 267 y 272  de la Constitución  Política  de Colombia, el Decreto Ley 1421 de 1993, la Ley 610 de 2000, el Acuerdo 24 de 2001 y la Resolución Reglamentaria 032 de 2004 “Por la cual se expide el reglamento para la vigilancia de la Gestión Fiscal en las Curadurias Urbanas”, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a la Curaduria Urbana No. 5, evaluando el ejercicio de la función pública, administrativa y financiera adelantada por usted como Curador Urbano durante el  periodo comprendido entre el 01 de enero y el 31 diciembre de 2006, con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y gestión ambiental para cumplir y orientar el accionar estatal en la expedición de las Licencias de Urbanismo y Construcción. 
La Auditoria evaluó el proceso misional que rige la expedición de las Licencia de Construcción y Urbanismo, en dos (2) aspectos, el primero verificando el acatamiento de las disposiciones legales acordes con el Plan de Ordenamiento Territorial y normas técnicas urbanísticas establecidas que reglamentan el desarrollo urbanístico de la ciudad y el segundo, revisando la autoliquidación del Impuesto de Delineación Urbana. Asimismo; del área administrativa y de apoyo, evaluando los Estados Financieros que respaldan las operaciones y registros del Estado de Resultados y, los  sistemas de información y comunicación implementados para garantizar la confiabilidad, consistencia y oportunidad de la función pública encomendada.
La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoria Gubernamental Colombianas compatibles con las de General Aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloria de Bogotá; por la tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera  que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan el cumplimiento de la función pública encomendada, acorde con las disposiciones legales que rige el desarrollo urbanístico de la ciudad.
Concepto sobre Gestión y los Resultados
Anunciado en su oportunidad, el concepto sobre la gestión y resultados se fundamento en la evaluación a los procesos misional y de apoyo, soportado en los siguientes argumentos de forma y fondo:
Con relación a la Autoliquidación del Impuesto de Delineación urbana, se evidencio negligencia del Curador Urbano No.5 y su Equipo de Colaboradores que omitieron utilizar mecanismo de control y revisión a la información reportada por el titular en el Formulario Único Solicitud de Licencia de Construcción, aceptando con desatención, registro de información errada o inexistencia de la misma en los campos destinados a reflejar valores de Costos Directos de Obra, condición que no garantizó la eficacia del Recaudo por Autoliquidación del Impuesto de Delineación Urbana.
La evaluación a 1000 licencias de construcción, expedidas durante la vigencia 2006, para verificar el pago de impuesto de delineación urbana, determinó que 37 titulares incurrieron en irregularidades por errores en la autoliquidación del impuesto, con ocasión del no pago de $240.4 millones de pesos, tipificándose un detrimento al patrimonio del distrito capital por esta cuantía; la falta de control y revisión por parte del Curador a la información base de la liquidación del impuesto, se constituyó en un indicio más, para propiciar este tipo de irregularidad.  
La evaluación al proceso de expedición de Licencias de Urbanismo y Construcción reflejo inconsistencias de fondo, en los siguientes casos: 
· La Licencia de Construcción LC 06-5-1118 autoriza las obras para un  Centro Educativo - Máximo 200 Alumnos - Escala Vecinal, en el predio ubicado en la Transversal 73 A No. 26 C 85, Localidad de Fontibón Urbanización San Felipe El Dorado, inmueble denominado como “Escuela Secundaria”, predio con características de bien de uso público; autorización que viola los derechos colectivos como el goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público y la defensa del patrimonio público, previstos en la Ley 472 de 1988, situación que viene ocurriendo en este predio por personas que declaran la posesión invadiendo el espacio público mediante la ejecución de la construcción, con la renuencia del Curador Urbano No.5 y complacencia de las autoridades distritales que no han ejercitado las vías, procedimientos y las acciones administrativas y judiciales para su protección.
· La Resolución 03-5-0238 que concede la Licencia de Urbanismo y Construcción al predio rural denominado SINAI, ubicado en la Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, Localidad Ciudad Bolívar, autoriza la construcción de vivienda de interés social, sin el previo cumplimiento de los requisitos exigidos por el Acta Final de Concertación que culminó con la expedición del decreto que asigno el tratamiento especial de incorporación; apartándose del concepto por parte de la Unidad de Prevención y Atención de Emergencias y, violando los principios y normas sobre usos y tratamientos que rigen para los desarrollos urbanísticos en zonas de amenaza alta y media por fenómenos de remoción en masa, características propias de este predio. 
La modificación solicitada en el 2006, por los propietarios del predio, prescinde nuevamente de este requisito, con el agravante de que dicha modificación es autorizada por el Curador Urbano No. 5, transgrediendo  lo estipulado en el Artículo 141 del Decreto Distrital 190 de 2004 donde se establecen los condicionamientos para los futuros desarrollos urbanismo y construcción que se localicen en las zonas de amenaza alta y media por remoción en masa, identificadas en el plano denominado Amenaza por Remoción en Masa (vigente en el momento de la expedición de la licencia LC-06-5-0090).
Frente al Desarrollo Organizacional, la Oficina adaptada para controlar y custodiar el archivo documental, presenta dificultades de espacio: el área destinada para tal fin, es insuficiente, el recurso humano labora en un ambiente de hacinamiento, expuesto a accidentes de trabajo y riesgos profesionales por falta de ventilación; condición que dificulta la identificación y control del archivo que soporta la expedición de las Licencias de Construcción y Urbanismo.

La plataforma de sistemas establecida para el área de informática garantiza la información y comunicación al usuario, los programas y aplicaciones en producción se soportan con sus correspondientes versiones autorizadas y en términos generales, lo existente se ajusta con la propuesta presentada por el curador urbano. 

Finalmente,  el Estado de Resultados que refleja el comportamiento de los Ingresos y Gastos Operacionales correspondientes a la vigencia 2006, registran las operaciones financieras en forma oportuna y se encuentra debidamente soportado, con documentos validos y suficientes.
En consideración a las observaciones descritas en los párrafos anteriores, la gestión adelantada por del Curador Urbano No.5, durante la vigencia 2006, no considero las disposiciones y normas que regulan la expedición de las licencias de urbanismo y construcción, hecho que incidió perjudicialmente en la invasión del espacio público y en la omisión de requisitos que regulan los condicionamientos para adelantar desarrollo de urbanismo y construcción que se localicen en las zonas de amenaza alta y media por remoción en masa.
Consolidación de Hallazgos:
En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo Cuadro de Hallazgos Detectados y Comunicados Vigencia 2006, se establecieron seis (6) hallazgos administrativos cuantificados en $240.4 millones de pesos, de los cuales dos (2) de ellos corresponden a hallazgos fiscales en cuantía de $240.4 millones de pesos, que se trasladaran a la Dirección de Responsabilidad Fiscal, tres (3) con alcance disciplinario los cuales se trasladaran a la procuraduría General de la Nación y uno (1) de ellos con alcance penal que se trasladara  a la Fiscalia General de la Nación. 
Bogotá, D.C., 08 de noviembre de 2007

JOSE A. CORREDOR SANCHEZ
Director Recursos Naturales y Medio Ambiente
2. RESULTADOS DE LA AUDITORIA
2.1. Evaluación Impuesto de Delineación Urbana
2.1.1. Régimen Legal.
El Impuesto de Delineación Urbana  fue autorizado por la Ley 97 de 1913, el Decreto 1333 de 1986 y el Decreto Ley 1421 de 1993

En efecto, la Ley 97 de 1913, en su artículo 1º dispone que el Concejo Municipal de la ciudad de Bogotá, puede crear libremente los siguientes impuestos y contribuciones, además de los existentes hoy legalmente; organizar su cobro y darles el destino que juzgue más conveniente para atender los servicios municipales, sin necesidad de previa autorización de la Asamblea Departamental: g) el impuesto de delineación en los casos de construcción de nuevos edificios o refacción de los existentes.

Por su parte el Decreto Ley 1333 de 1986, en su artículo 233 prevé:

Los concejos municipales y el Distrito Especial de Bogotá pueden crear los siguientes impuestos, organizar su cobro y darles el destino que juzguen más conveniente para atender los servicios municipales: …b) impuesto de delineación en los casos de construcción de nuevos edificios o de refacción de los existentes.

A nivel Distrital, el citado impuesto fue adoptado por el Acuerdo 20 de 1940 con las modificaciones introducidas por el Decreto No. 1421 del 21 de Julio de 1993
, artículo 158 y por el Acuerdo 28 de 1995, el cual en su artículo 9º señaló que el hecho generador de este impuesto es la expedición de la licencia para la construcción, ampliación, modificación, adecuación u reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital y que el mismo debía acreditarse en el momento de la expedición de la licencia.

Mediante Decreto 352 del 15 de agosto de 2002, “Por el cual se compila y actualiza la normativa sustantiva tributaria vigente, incluyendo las modificaciones generadas por la aplicación de nuevas normas nacionales que se deban aplicar a los tributos del Distrito Capital, y las generadas por acuerdos del orden distrital”, el Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, en los artículo 70 a 78, reglamentó todo lo relativo al impuesto de delineación urbana, señalando de manera expresa que el hecho generador de esta clase de impuesto es la expedición de la licencia para la construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital de Bogotá. (Art. 71)

Dispone la citada norma que el sujeto activo de esta clase de impuestos, es el Distrito Capital de Bogotá, y en él radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro.

De conformidad con el precitado Decreto, no solamente podrán ser titulares de licencias los titulares de derechos reales principales, sino también los poseedores, los propietarios del derecho de dominio a título de fiducia y los fideicomitentes de las mismas fiducias, de los inmuebles objeto de la solicitud, es sujeto pasivo del Impuesto de Delineación Urbana todo aquel que conforme a la ley pueda ser igualmente titular de las correspondientes licencias. 

Ahora bien, según lo previsto en el artículo 77 del mencionado Decreto la tarifa del impuesto de delineación urbana es del 2,6% del monto total del presupuesto de obra de construcción, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 158 del Decreto Ley 1421 de 1993.

Conocida la tarifa que se debe aplicar para determinar el valor del impuesto a pagar por este concepto, resulta prioritario conocer qué dispone la norma para determinar la base gravable a la cual se le aplique la tarifa señalada, siendo pertinente tener en cuenta que de conformidad con lo indicado en el artículo 75 del citado decreto, la base gravable es el monto del total del presupuesto de obra o construcción, disponiendo al efecto que la “entidad distrital de planeación fijará mediante normas de carácter general el método que se debe emplear para determinar este presupuesto.” Señalando a renglón seguido en el artículo 76 que la misma entidad podrá establecer precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato.

2.1.2.  Evaluación al Proceso de Autoliquidación
Para el efecto, el proceso auditor evaluó el 50% de las Licencias de Construcción generadoras del Impuesto de Delineación Urbana, muestra equivalente a 1000 expedientes aprobados por el Curador Urbano No.5, con los siguientes resultados.
2.1.2.1. Hallazgo Administrativo con Incidencia Fiscal – Relacionado con detrimento patrimonial causado al Tesoro Distrital, con ocasión del no pago del valor que realmente correspondía por concepto del Impuesto de Delineación Urbana, a causa de la diferencia del valor del presupuesto de obra o construcción registrado en el formato de solicitud de expedición de las licencias y el declarado en el Formulario Único del citado impuesto.

El daño patrimonial caudado al Tesoro Distrital lo constituye el no pago de $237.6 millones de pesos, cuantía que debió cancelar el contribuyente por concepto del Impuesto de Delineación Urbana, a causa de la diferencia que se presenta entre el valor del Presupuesto de Costos Directos de Obra registrado en el Formulario Único de Solicitud de Licencia de Construcción ante el Curador Urbano y el valor declarado en el Total del presupuesto de Obra o Construcción del Formulario Único del Impuesto de Delineación Urbana.
Inexactitud en la que incurrieron los titulares de 34 Licencias de Construcción expedidas por su despacho durante el periodo 2006, que omite la revisión y control de la información base de la liquidación del Impuesto de Delineación Urbana; irregularidad que se refleja en el Cuadro  No. 01, anexo al presente informe de auditoria.
En efecto, en el presente caso el daño patrimonial tiene lugar toda vez que aún teniendo en cuenta el valor total del presupuesto de obra o construcción señalado por el mismo titular de las licencias de construcción en el formato de solicitud de las mismas en ausencia, para la época de los hechos, de precios mínimos de costo por metro cuadrado y por estrato establecidos por la Administración Distrital, toda vez que los sujetos pasivos del Impuesto de Delineación Urbana declararon ante la Dirección de Impuestos Distritales  valores de presupuestos de obra inferiores a los dados a conocer ante el mismo curador y a los que en la práctica realmente puedan corresponder, todo con el fin de cancelar sumas irrisorias por concepto de este  tributo.

2.1.2.2. Hallazgo Administrativo con Incidencia Fiscal – Error en la Aplicación de la Tarifa del Impuesto a Cargo sobre la Base Gravable del Impuesto de Delineación Urbana:
Relacionado con ocasión del valor no pagado, a causa del error aritmético en que incurre el contribuyente, en la aplicación de la Tarifa del impuesto a Cargo (2.6%) sobre el monto Total del Presupuesto de Obra o Construcción declarado en el Formulario  Único  del Impuesto de Delineación Urbana, pagando un menor valor con respecto al valor total obligado a cancelar; estableciéndose un Detrimento Patrimonial causado al Tesoro Distrital por valor de $2.8 millones de pesos, cantidad correspondiente a la inconsistencia que presentan tres (3) Licencias de Construcción expedidas por su despacho durante el periodo 2006, que omite la revisión de dicha liquidación; señaladas en el Cuadro No. 02, anexo al presente informe de auditoria.
Comunicación de los hechos irregulares relacionados con el Impuesto de Delineación Urbana y análisis a los argumentos expuestos por el Curador Urbano.
Los citados hechos irregulares fueron puestos en conocimiento al Ingeniero Mariano Pinilla Poveda, mediante Oficio No. 37000-200757062 del 26 de septiembre de 2007 y en segunda ocasión a través del Oficio No. 3700-200761785 del 26 de octubre, por razón de la entrega del Informe Preliminar de Auditoria. El Curador Urbano dio respuesta oportuna, quien en términos generales considera que no es responsable  de los hechos ocurridos, en razón a que no realiza actos de gestión fiscal respecto al Impuesto de Delineación Urbana, fundamentado en el Concepto 1.650 del 2 de junio de 2005, emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado. 

Al respecto,  cabe reiterar que este Organismo de Control Fiscal no comparte el Concepto emitido por la Alta Corporación, en razón a que el análisis que hace del l tema y que le sirve de fundamento para concluir que los Curadores Urbanos no ejercen gestión fiscal respecto del aludido impuesto,  se estructura en la potestad tributaria, que desde luego es bien diferente a las razones o motivos por los cuales esta Dirección Sectorial le atribuye de manera contraria la presunta  responsabilidad de estos entes en la producción del detrimento al Distrito Capital con ocasión de los hechos de que tratan los hallazgos formulados, como lo son entre otros:  

Como bien se conoce, según lo normado del Decreto Ley 2150 de 1995, la Ley 388 de 1997, la Ley 810 de 2003, disponen que los Curadores Urbanos ejercen una función pública de verificación del cumplimiento de las normas urbanas y de edificación vigentes, mediante el otorgamiento de las respectivas licencias.

Luego, es claro que siendo de la esencia del ejercicio de la función pública delegada por el Estado a los Curadores Urbanos, la de verificar el cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito o municipio a través del otorgamiento de licencias de urbanización y de construcción, cabe preguntar ¿Qué se entiende por normas urbanísticas?
Respuesta que se infiere de la comprensión del instrumento que constituye el ordenamiento territorial, el cual como bien conocemos, es una política de Estado, que apunta al fortalecimiento de la capacidad de planeación y el mayor desarrollo de la autonomía municipal, resultado de la regulación de las intervenciones privadas a través de las normas urbanas que así como consagran derechos, también imponen obligaciones a los asociados. 

Por lo cual, resulta comprensible que de conformidad con el artículo 15 de la Ley 388 de 1997, adicionado por el artículo 1º de la Ley 902 de 2004 y reglamentado por el Decreto 4002 de la misma anualidad, que Normas Urbanísticas sean aquellas que regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza y las consecuencias de las actuaciones urbanísticas indispensables para la administración de estos procesos. Estas normas estarán jerarquizadas de acuerdo con los criterios de prevalencia aquí especificados (…)” (Negrillas fuera de texto). 

Así las cosas, una de las consecuencias de las actuaciones urbanísticas que genera el otorgamiento de licencias como las de construcción en cualesquiera de sus modalidades,  es desde luego el pago del Impuesto de Delineación Urbana,  actualmente prevista en el Artículo 108 del Decreto 564 de 2006, que reitera el contenido y alcance del Artículo 54 del Decreto 1052 de 1998, que impone de manera expresa  a los Curadores Urbanos, la obligación de expedir las licencias sólo cuando el interesado demuestre la cancelación de las correspondientes obligaciones. 
Luego, si normas como el Decreto 1052 de 1998 y el Decreto 564 de 2006 corresponden al concepto de norma urbanística, conforme da cuenta de ello la misma denominación de aquellos, que en el caso del Decreto últimamente citado señala: “Por la cual se reglamentan las disposiciones relativas a las licencias urbanísticas; al reconocimiento de edificaciones; a la función pública que desempeñan los curadores urbanos…”, que como vimos corresponde a los Curadores Urbanos verificar su cumplimiento por parte de los interesados en el otorgamiento de las licencias, no resulta coherente que ante falencias de bulto en que se incurre en la autoliquidación y pago del señalado tributo, los Curadores Urbanos quieran sustraerse del cumplimiento de la obligación que en esta materia le impone la misma Ley, como quedó demostrado.

Las irregularidades que esta Contraloría ha evidenciado relativas a diferencia de áreas o de presupuesto de obra, para la época en que la Administración no había señalado precios mínimos, no es posible que pasen inadvertidas ante los Curadores Urbanos bajo la excusa que no ejercen la potestad tributaria, en consideración a que éstos constituyen un primer filtro en la verificación del cumplimiento de las obligaciones de los interesados, al otorgarle la norma la facultad de proceder a la expedición de la correspondiente licencia sólo cuando el interesado demuestre  la cancelación de la obligación, pero no es cualquier obligación por cumplir con el requisito, sino que la norma advierte que se trata de la cancelación de lo que corresponda, de no ser así, no se hubiese desgastado en hacer precisiones con el uso de vocablos como sólo, demuestre y cancelación de las  correspondientes obligaciones.
Como podemos observar, las falencias detectadas por la Contraloría de Bogotá D.C.,  están dentro de la órbita de competencia de los Curadores Urbanos, dado que son irregularidades evidentes, de fácil advertencia, que imponen la continuidad del trámite administrativo sólo cuando en criterio del particular en asunción de funciones públicas encuentre que está demostrada la cancelación, en nuestro caso, del señalado impuesto. 

Así las cosas, no resulta serio  argumentar que es ajustado a Derecho que el Curador Urbano proceda a expedir la licencia de construcción, a pesar de que éste observe que el interesado en la autoliquidación del señalado impuesto no tuvo en cuenta el área que versa el proyecto, como quiera que es de la esencia de la verificación del cumplimiento de la norma urbanística a su cargo, la cantidad de área proyectada a construir y objeto de aprobación con la correspondiente licencia, que no espera el ejercicio de la potestad tributaria de cargo del resorte de la Administración, con ocasión de la cual  a las voces del Decreto 352 de 2002, ésta tiene las facultades de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro, competencias bien diferentes a la obligación que la Ley le señala al Curador Urbano cuando advierta las señaladas inconsistencias en los trámites que se surten ante su Despacho, como los que a la fecha aún vienen ocurriendo.         
Los Curadores Urbanos no pueden continuar dejando de lado las inconsistencias en que incurran los interesados en tratándose de áreas objeto de autorización, sobre las cuales liquidan las expensas que deben cancelar los particulares por los trámites surtidos ante el mismo, así como los presupuestos de obra  y demás información que para la época se registraba en los formatos de solicitud, los cuales hacen parte de la licencia a expedir, en consideración a que según lo previsto en el Artículo 49 del Decreto Ley 2150 de 1995, los Curadores Urbanos están obligados a dar fe acerca del cumplimiento de las normas vigentes aplicables en cada caso particular y concreto, como es el caso de los citados Decretos 1052 de 1998 y 564 de 2006, que les faculta negarse a expedir la licencia de construcción hasta tanto los interesados no demuestren la cancelación de la obligación a su cargo.      
Lo anterior, como quiera que  “(…) La fe del curador es una fe pública, a diferencia de la jurisdiccional que ejerce el juez, la ejecutiva que ejerce el gobierno y la legislativa  que ejerce el parlamento. De igual manera hay fe pública notarial, fe pública mercantil, fe pública registral y fe pública de la cual dota la ley al contador público sobre hechos propios  de su función. La fe pública es una presunción de verdad y de legalidad que ampara las manifestaciones de ciertos funcionarios autorizados por la ley, para testimoniar con certeza una necesidad de orden jurídico o social. (…)”
 
En el caso que nos ocupa, de manera perentoria la ley señala que los Curadores Urbanos sólo podrán expedir la licencia cuando el interesado demuestre la cancelación del  impuesto como lo es el de Delineación Urbana. 

Razón por la cual, esta Contraloría considera que los Curadores Urbanos  en cumplimiento de la función pública delegada, tienen la obligación de advertir las inconsistencias en que incurren los sujetos responsables de satisfacer la obligación a su cargo, como quiera que precisamente la norma reza que el particular interesado debe demostrar la ocurrencia de tal presupuesto. 

Acción que conlleva que otro verifique, examine y acepte el cumplimiento de lo exigido, dado que estamos frente al trámite de actuaciones administrativas, surtidas ante estos particulares en asunción de funciones públicas, escenario en el cual tiene plena aplicabilidad la actividad probatoria, conforme lo enseña el Artículo 34 del Código Contencioso Administrativo. 
Así las cosas, la acreditación del pago del Impuesto de Delineación Urbana, cuyo hecho generador lo constituye la expedición de la licencia  para la construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación de obras y urbanización de terrenos en el Distrito Capital de Bogotá, no es un mero requisito formal que debe pasar inadvertido ante los curadores urbanos, so pretexto que todo tipo de irregularidad relacionado con aquel es asunto de competencia de quien tiene a su cargo la potestad tributaria.
Consideraciones que llevan a este Despacho a relacionarlo como presunto responsable del daño causado al Tesoro Distrital en la suma advertida,  con independencia de la obligación que igualmente les asiste a los Curadores Urbanos de poner en conocimiento de los mismos particulares y de las autoridades competentes dichas irregularidades, como lo exige la ley, dado que con ocasión de las aludidas omisiones, en el presente caso, ha contribuido en la ocurrencia del hecho irregular, generador de los hallazgos formulados.

Se reitera, que el Curador Urbano debe tener presente que las Curadurías Urbanas hacen parte de una estructura superior que busca el desarrollo ordenado de la ciudad conforme a las normas urbanísticas, lo cual exige una efectiva coordinación con las autoridades distritales para lograr el propósito buscado por la norma que le dio origen a esta figura.
Igualmente, no excusa el cumplimiento de las señaladas obligaciones de los Curadores Urbanos en relación con el Impuesto en estudio, el argumento de la  no realización de actos de gestión fiscal, como quiera que según lo ha afirmado el mismo Consejo de Estado,
 ha quedado claro que el hecho de la expedición de licencias urbanísticas está enmarcado dentro de las actividades que según el Artículo 3º  de la Ley 610 de 2000 implican gestión fiscal y de la responsabilidad fiscal cuando con ocasión de las mismas se cause daño  al medio ambiente y los recursos naturales,  en tanto, las decisiones tomadas por el curador tienen un impacto en el entorno urbano ambiental. 

Luego, es dable concluir, que hay lugar a responsabilidad fiscal, cuando con ocasión del otorgamiento de licencias se menoscabe el patrimonio público no solamente en relación con los recursos naturales y el medio ambiente, sino con relación a todos los bienes que conforman la hacienda pública, como lo es el dinero, lo que significa, que las decisiones  relativas a todos los recursos del Estado están subordinadas al interés público, dado que constituyen patrimonio público. Lo anterior, máxime si se tiene en cuenta que las actividades que implican gestión fiscal a que alude la precitada norma no es de carácter taxativo sin meramente enunciativo.
Sustenta igualmente lo afirmado, lo normado en el Artículo 6º de la Ley 610 de 2000, según el cual se entiende por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido, o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. 

Resarcimiento del daño, al cual deberán proceder todas aquellas personas que con su conducta dieron lugar  a la producción del mismo y que realizaron la gestión fiscal encomendada en las circunstancias a que alude la norma antes citada y que será declarada, si a ello hubiere lugar, por la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva; dependencia a la que se le dará traslado de los hechos irregulares evidenciados, para efectos de la competencia asignada. 
Finalmente, cabe señalar que en esta instancia se está dando cuenta de la existencia de hechos irregulares constitutivos de hallazgos fiscales, lo que no equivale a sentencia de responsabilidad fiscal, en razón que conforme lo prevé la  misma Ley 610 de 2000, es en el trámite del Proceso de Responsabilidad Fiscal de cargo en nuestro caso de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, determinar si hay lugar a proferir fallo con o sin responsabilidad fiscal o al archivo del proceso en cualquier estado del mismo cuando se acredite el resarcimiento pleno del perjuicio. 

2.2. Evaluación Licencias de Urbanismo y Construcción
2.2.1. Proyecto Urbanístico – Predio Localizado en la AK 24  No. 53–73  
2.2.1.1. Información General:
	Expediente No. 05-5-2326  Fecha de Radicación: 22 de diciembre de 2005

	Licencia de Construcción LC 06-5-105 Fecha de expedición: 11 de agosto de 2006 Fecha de Ejecutoria: 22 de septiembre de 2005

	Dirección: AK 24 No. 53-73, Localidad Teusaquillo, Urbanización Galerías.

	Titular: INVERSIONES AMEZQUITA LTDA

	Representante Legal: Héctor Leonardo Amezquita

	Constructor Responsable: Carlos Arturo García – Matrícula No.25700 20714

	Uso: Comercio ZONAL II-A

	Área Intervenida: 8,537.08 Metros Cuadrados.  


2.2.1.2. Hechos Relevantes:
El 22 de diciembre de 2005, se solicitó ante el Curador Urbano No.5, Licencia de Construcción, en la modalidad de obra nueva para el predio urbano localizado en la Avenida Carrera 24 No. 53-73 y Calle 53B No. 24-75.

El 11 de agosto de 2006, el Curador Urbano No.5, expidió la Licencia de Construcción LC 06-5-1050, la cual fue ejecutoriada el 22 de septiembre de 2006.

Esta Licencia aprobó una edificación de 5 pisos, de comercio zonal II-A, con 38 cupos de estacionamientos, 278 cupos de parqueos visitantes y/o públicos, para un total de área construida de 8.537.08 M2, de los cuales 1831.68 M2, corresponden a área neta de ventas.

Conclusiones de la Evaluación:

De la evaluación efectuada  a los documentos soportes de la Licencia,  se constató
2.2.1.3. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria - Incumplimientos de lo establecido en el decreto 321 de 1992, por cuanto la rampa de acceso a los parqueaderos, no cumple con las dimensiones establecidas.

En la evaluación efectuada, se detectó que el proyecto cuenta con una rampa de acceso a los parqueaderos públicos ubicados en los pisos 3,4,5 y terraza, la cual no cumple con las dimensiones mínimas establecidas en el articulo 12 del Decreto 321 de mayo 29 de 1992, el cual dictaminó:

“Artículo 12º.- Las rampas de acceso vehicular pueden tener una inclinación máxima del 20%, y deben iniciar su desarrollo a partir del punto definido en los decretos comunes reglamentarios o de asignación de tratamiento. Esta misma inclinación es la máxima admitida para rampas de parqueo en semisótanos, sótanos y altura.

En tramos curvos el radio exterior de la rampa debe ser de 5.00 mts., cuando sirva de acceso a treinta (30) o menos cupos y de 6.50 mts., cuando sirva a más de treinta (30) cupos.”

Comunicación del hecho irregular y análisis a los argumentos expuestos por el Curador Urbano.
El citado hecho irregular fue puesto en conocimiento del Curador Urbano mediante Oficio No. 3700-200761785 del 26 de octubre de 2007, quien a su vez, dio respuesta oportuna a la comunicación, la cual fue analizada por este ente de control, ratificando la irregularidad, como quiera que la norma citada, confirma taxativamente que en los tramos curvos la rampa de acceso vehicular debe ser de 6.50 mts., anchos fijados que deben conservarse libres en todo su recorrido, hasta el punto en que se entreguen a la zona de maniobra. 
Revisados los Planos Arquitectónicos  A1- O3, A1-04 y A1-05 se evidencia que el ancho libre de la rampa de acceso vehicular a los demás pisos es de 5.50 mts., condición que riñe con la norma urbanística.
2.2.2. Proyecto Urbanístico – Predio  localizado en la TV 73 A 24 C 85
2.2.2.1. Información General.

	Expediente No. 06-5-0381  Fecha de Radicación: 24 de febrero de 2006

	Licencia de Construcción LC 06-5-1118 Fecha de expedición: 25 de agosto de 2006 Fecha de Ejecutoria: No Registra el documento original

	Dirección: TV 73 A 24 C 85, Localidad Fontibón, Urbanización San Felipe El Dorado

	Titular: LUZ DIANA REYES ALONSO

	Constructor Responsable: Juan Carlos Gaitán – Matrícula No.25700 50129

	Uso: Dotacional Educativo – Máximo 200 alumnos – Escala Vecinal 

	Área Intervenida: 1,436.93 Metros Cuadrados.  


2.2.2.2. Hechos Relevantes
De la información suministrada por el Curador Urbano, oficio DG-0320-07 y revisión a la carpeta de archivo que custodia el expediente de la Licencia de Construcción del citado predio, se extraen los siguientes hechos relevantes:

Bajo el número de radicación 04-5-0464 del 28 de abril de 2004, la Señora, LUZ DIANA REYES identificada con la C.C. No. 35.327.572 de Bogotá en calidad de poseedora
, solicitó ante el Curador Urbano No.5, Licencia de Construcción modalidad obra nueva, demolición parcial y cerramiento para el inmueble ubicado en la Transversal 72 A No 42-35 de la ciudad, inmueble también denominado  como “Escuela Secundaria”, predio que se localiza en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado, de acuerdo con el plano de loteo No. F 96/4-1.

Para el expediente se radicó copia del acta de toma de posesión No. 1279 del 15 de marzo de 2001 en la que se indicó que en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El dorado existía una zona verde correspondiente a 1,802.87 m2 y una zona comunal denominada escuela secundaria con área de 2,001.5977 m2. Así mismo se aportó copia del oficio No. 2-2003-07215 emitido el 03 de abril del 2003 por la subdirección Jurídica del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital, referido a las denominadas zona verde y  escuela secundaria de la manzana 26 de la urbanización San Felipe el Dorado, en el que se indica que solamente la zona verde tiene el carácter de bien de uso público, el cual no puede predicarse de la zona denominada escuela secundaria, que es área privada, en la que se puede desarrollar un uso residencial, de comercio local o institucional, situación que fue reiterada mediante oficio 2-2003-10795 del 21 de mayo del mismo año.

Consecutivamente, mediante oficio 2-2003-23188 emitido el 30 de octubre del 2003 por la subdirección Jurídica del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital se procedió a aclarar y modificar los conceptos emitidos anteriormente sobre la situación jurídica del predio institucional y de la zona verde ubicados en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado, precisando que el área que aparecía señalada como escuela secundaria, en la manzana 26 del plano de loteo F 96/4-1 correspondía a una zona de cesión y por tanto formaba parte del espacio público.

Considerando que los oficios mencionados eran contradictorios respecto a la naturaleza jurídica del predio denominado escuela secundaria en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El dorado, esto es, si era de carácter público o privado, el Curador Urbano decidió culminar la actuación iniciada ante su despacho mediante la expedición de l Resolución 04-5-0581 del 10 de agosto de 2004, por la cual se negó la licencia solicitada, acto administrativo contra el cual se interpusieron los recursos de la vía gubernativa y fueron decididos en las dos instancias confirmando la decisión.
Mediante oficio 2-2005-23384 del 15 de septiembre de 2005 proveniente de la Subdirección Jurídica del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital se dilucidó la controversia respecto del carácter de predio denominado escuela secundaria en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado, actuación a través de la cual se concluyó que el canje entre el institucional vendible de la manzana 26 y el institucional de obligatoria cesión al distrito de la manzana 19 de la citada urbanización no ocurrió, siendo el primero un predio de carácter privado con área de 1,836.08 m2, y la parte restante, excepto los lotes 1 a 9, corresponden a una zona verde (1,948.09 m2).

Con fundamento en el oficio antes mencionado, y teniendo claro que el predio denominado escuela secundaria de la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado es de naturaleza privada, bajo la radicación 05-5-1624 del 3 de octubre de 2005, la Señora, LUZ DIANA REYES identificada con la C.C. No. 35.327.572 de Bogotá
, en calidad de poseedora solicitó ante el  Curador Urbano No.5, Licencia de Construcción modalidad Obra nueva, Demolición parcial y Cerramiento para el inmueble ubicado en la  Transversal 72 A No 42-35 de la ciudad, solicitud que se entendió desistida mediante Resolución E 06-5-0082 del 24 de febrero de 2006, al transcurrir un término mayor  a los 30 días establecidos en el Decreto 1600 de 2005 artículos 14 y  26, sin que se haya dado respuesta a los requerimientos  efectuados.

Una vez subsanadas las observaciones realizadas al proyecto, bajo la radicación 06-5-0381 del 24 de febrero de 2006 la señora LUZ DIANA REYES identificada con la C.C. No. 35.327.572 de Bogotá, en calidad de poseedora solicitó nuevamente ante esta oficina licencia de construcción para el predio denominado escuela secundaria con área de 1,836.08 m2 ubicado en la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado, acompañando para el efecto toda la documentación señalada en los artículo 18 y 22 del Decreto 564 de 2006 y de manera adicional copia del oficio 2-2005-23384 del 15 de septiembre de 2005 proveniente de la Subdirección Jurídica del entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital y copia de la licencia de intervención y ocupación del espacio público No. 006 del 3 de febrero de 2006 expedida por la Directora de dicha entidad, por medio de la cual se autoriza la construcción de un acceso vehicular sobre la zona verde de la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado.

Con fundamento en la documentación presentada, particularmente el oficio en dónde se definió la naturaleza jurídica de predio objeto de la solicitud y la licencia de intervención y ocupación del espacio público, el Curador Urbano No. 5 decidió la actuación con la expedición de la licencia de construcción LC 06-5-1118 del 25 de agosto de 2006, acto administrativo que se encuentra en firme y produciendo efectos, teniendo en cuenta que mediante Resolución 0370 del 17 de mayo de 2007 el Subsecretario Jurídico Ad Hoc de la Secretaría Distrital de Planeación confirmó la decisión.

Conclusiones de la Evaluación:
2.2.2.3. Hallazgo Administrativo con Incidencia Penal y Disciplinaria - Violación, por parte de particulares, del espacio público que en la ciudad constituyen los predios de la Manzana 26 del Plano 96/4-1 de la Secretaría Distrital de Planeación, denominados Escuela Secundaria y Zona Verde, ubicados en la Transversal 73 A No. 24 C – 85, Urbanización San Felipe El Dorado de la localidad de Fontibón.
Fundamentos de hecho:

Lo anterior, en razón a la invasión por parte de particulares inescrupulosos que con la anuencia del Curador Urbano No. 5, quien otorgó la licencia de construcción No. LC06-5-1118 del 25 de agosto de 2006 y del entonces Departamento Administrativo de Planeación al dejar sin efectos, por una vía procesal antijurídica, la Resolución No. 1123 del 15 de diciembre de 2006, mediante la cual al decidir el recurso de apelación interpuesto había revocado la precitada licencia de construcción otorgada para el predio denominado “Escuela Secundaria” de la Manzana 26 del Plano 96/4-1. 
Así mismo, el entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital otorgó a la señora Luz Diana Reyes Alonso, Licencia de Intervención y Ocupación del Espacio Público No. 006 de 2006, con la cual se autorizó la construcción de un camino vehicular y peatonal sobre el espacio público que constituye el inmueble denominado “Zona Verde”, para acceder a un predio que igualmente constituye espacio público como lo es el denominado “Escuela Secundaria”, al que según quedó dicho en el acápite anterior le fue otorgada la aludida licencia de construcción.

Licencia de Intervención y Ocupación del Espacio Público en relación con la cual el Juez 38 Penal del Circuito de Bogotá, mediante sentencia del 8 de marzo de 2007, proferida con ocasión de la Acción de Tutela, ordenó al entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital, declarar la nulidad y de toda la actuación administrativa llevada a cabo con fundamento en ella.

Así las cosas, el inmueble denominado Zona Verde, constitutivo de espacio público del distrito capital, está siendo objeto de construcción de un acceso vehicular y peatonal, además de que se está usando como parqueadero público de buses por parte de particulares.

Violación de los  derechos colectivos como el goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público y la defensa del patrimonio público, previstos en los literales d) y e) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998 que viene ocurriendo con la complacencia de las autoridades distritales que no han ejercitado las vías, procedimientos y las acciones administrativas y judiciales para su protección, atendidas con la prontitud que demanda el CCA, conforme lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia  T-508 del 28 de agosto de 1992, al referirse al por qué de la improcedencia de la acción de tutela en la defensa del espacio público.

En efecto, son varias las autoridades y las personas que tienen competencia para decidir en la práctica lo que debe ocurrir en las áreas que constituyen espacio público de la ciudad y aunque los contradictorios conceptos emitidos por el entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital favorecieron que esta situación de flagrante violación ocurriera, lo menos que la ciudadanía esperaría es que a esta fecha la Administración Distrital hubiese desaparecido del mundo del derecho y a través de la vía procesal que corresponde la licencia de construcción irregularmente otorgada para un predio, que conforme lo ratifica la misma autoridad competente,  constituye espacio público y lo que es más, que hubiese permitido el acceso de los materiales para la construcción de la obra nueva autorizada con la licencia expedida por el Curador Urbano No. 5, al igual que el uso de parqueadero público que allí opera.
Sin embargo, no ha sido así. Ocurre una abierta violación de los derechos colectivos por parte de particulares y de las mismas entidades públicas, los primeros con la invasión del  espacio público, la ejecución de construcciones y el impedimento del ingreso de los ciudadanos, las autoridades distritales toda vez que no han ejercitado las competencias asignadas por la Constitución y la Ley en defensa del patrimonio público que representa el espacio público y por el contrario, sin duda alguna la expedición de conceptos contradictorios y desacertados sobre la naturaleza jurídica de los predios en cuestión favoreció el apetito de los inescrupulosos particulares que conociendo que como consecuencia del desarrollo y construcción de la Urbanización San Felipe El Dorado, ubicada en el Barrio Modelia, localidad de Fontibón, el constructor entregó al Distrito Capital un predio en calidad de cesión obligatoria, el cual se encontraba en la Manzana 19 del Plano 96/4-1, denominado Escuela por la destinación prevista.

En cumplimiento de tal obligación derivada del derecho del particular a desarrollar urbanísticamente el correspondiente inmueble, derivó la calidad de bien de dominio  público del predio de la Manzana 19 del Plano 96/4-1, objeto de la cesión obligatoria a que anteriormente se hizo alusión. Bien de dominio público en relación con el cual se tiene que en el año de 1974 el entonces DAPD autorizó su canje por un predio privado ubicado en la Manzana 26, denominado “Escuela Secundaria”, resultado de dicha operación el área pública la constituye la manzana 26 y el área privada en la Manzana 19.

Es oportuno tener presente que el predio que pasó a ser privado con ocasión del canje se desarrolló (Conjunto Residencial El Retiro), en tanto que el predio que pasó a ser público en virtud del mismo canje, hoy se encuentra invadido por particulares que tienen la fallida  pretensión de apropiarse del mismo y como si esto fuera poco,  fueron beneficiados con derechos de construcción al amparo de la correspondiente licencia urbanística avalada por la propia Administración Distrital. 

Hechos que ubicarían tanto al Curador Urbano como a la Administración Distrital en el plano de la responsabilidad por el valor de las obras cuya demolición pueda llegar a ser ordenada, en razón a que conforme lo señala el numeral 6º del artículo 101 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 9º de la Ley 810 de 2003, “El alcalde municipal o distrital, o su delegado permanente, será la instancia encargada de vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los curadores urbanos.”, y en atención,  a que según lo dispone la propia Ley 388 de 1997, las normas sobre espacio público, son normas estructurales y por lo tanto, prevalecen sobre las demás normas.

Sin duda alguna, la causa de la afectación del espacio público que constituyen los predios de la Manzana 26 del Plano 96/4-1 de la Secretaría de Planeación Distrital, denominados Escuela Secundaria y Zona Verde, ubicados en la Transversal 73 A No. 24 C – 85, la constituye la falta de gestión de la Administración Distrital, al igual que la conducta omisiva del Curador Urbano al expedir una licencia de construcción para un predio que constituye espacio público, no obstante que eran conocedores de los hechos anteriormente señalados, como también de que a través del Acta No. 1279 del 15 de marzo de 2001, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, responsable del inventario de los bienes de uso público, tomó posesión de las zonas de cesión de uso público de la Urbanización San Felipe El Dorado de la Localidad de Fontibón, dentro de los cuales está el lote de la manzana 26 del Plano 96/4-1.

El Curador Urbano No. 5 y la Administración Distrital y los particulares inescrupulosos que pretenden adquirir por posesión un inmueble de dominio público, olvidaron que conforme lo ordena el Artículo 63 de la Constitución Política de Colombia, el derecho real institucional “no se ubica dentro de la propiedad privada respaldada en el artículo 58 de la Constitución, sino que es otra forma de propiedad, un dominio público fundamentado en el artículo 63 de la Carta, el cual establece que “los bienes de uso público… son inalienables, imprescriptibles e inembargables”
, a lo cual agrega, que “Esto muestra entonces que la teoría de la comercialidad de los bienes se rompió cuando se trata de bienes de uso publico. No es válido entonces exigir matrícula inmobiliaria de tales bienes para determinar si son de uso público, puesto que tales bienes, por sus especiales características, están sometidos a un régimen jurídico especial, el cual tiene rango directamente constitucional. Por ello, durante la vigencia de la anterior Constitución, la Corte Suprema de Justicia había dicho que “ el dominio del Estado sobre los bienes de uso público, es un dominio sui géneris” (Sentencia de 26 de septiembre de 1940, Sala de Negocios Generales).y la Corte Constitucional también ha diferenciado con nitidez, en anteriores decisiones, el dominio público y la propiedad privada, Así, según la Corte, los bienes de dominio público se distinguen “por su afectación al dominio público, por motivos de interés general (CP art. 1º ), relacionadas con la riqueza cultural nacional, el uso público y el espacio público” (Sentencia T- 566 de/92 del 23 de octubre de 1992” (…)  

En el caso que ocupa nuestra atención, ratifica la naturaleza pública del predio de la aludida Manzana 26, lo señalado por el mismo Departamento Administrativo de Planeación Distrital en el Oficio 2-2003-23188 del 30 de octubre de 2003, en el que al respecto dijo: “Consecuente con lo antes dicho, este Despacho, que para superar la situación que en el pasado ha dado lugar a confusiones, respecto del carácter de uso público del predio señalado como Escuela Secundaria en la manzana 26, basta colocar una nota sobre el plano 96/4-1, donde se indique que el inmueble señalado como ESCUELA SECUNDARIA  en la manzana 26, con una extensión de 1.836.88 M2, corresponde a un área de uso público, en virtud del canje efectuado por el predio destinado a  ESCUELA de la manzana 19, el cual fue autorizado mediante el memorando de 1974”.

Resulta por demás incoherente la decisión adoptada por el Curador Urbano No.5, quien teniendo conocimiento de la toma de posesión del área de cesión de uso público de la Urbanización San Felipe El Dorado de la localidad de Fontibón, como lo es el lote de la Manzana 26 del Plano 96/4-1, que lo llevó en su momento a negar la solicitud de licencia de construcción a través de la Resolución No. 04-5-0581 del 10 de agosto de 2004, luego haya procedido al otorgamiento de la licencia de construcción LC 06-5-1118 del 25 de agosto de 2006, sin haber variado el alcance del señalado acto administrativo, así  como  a sabiendas que estaba vigente para la fecha de expedición de la misma el pronunciamiento emitido por entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital a través del oficio 2-2004-27317 del 18 de noviembre de 2004, en el cual precisó que el predio de la citada Manzana es un predio de espacio público en virtud del mencionado canje de 1974.

De otra parte,  no es admisible que el entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital, al decidir el recurso de apelación interpuesto haya procedido a conceder recurso de reposición contra la Resolución No. 1123 del 15 de diciembre de 2006, a través de la cual se revocaba la licencia de construcción otorgada por la Curaduría Urbana No. 5, en razón a que contra lo decidido por la vía de la apelación no procede recurso alguno, y en atención a que conforme lo señala el artículo 63 del CCA con el recurso  de apelación queda agotada la Vía Gubernativa.

Desacertado e incoherente el proceder de citado Departamento conceder recurso de reposición contra el auto que resolvió la apelación interpuesta so pretexto de querer ser más garantista, no sólo porque la Ley no lo permite, sino en atención a que las partes han tenido con antelación a la decisión de tal medio de defensa, la oportunidad de dar a conocer sus argumentos bien en el momento mismo de la interposición del mismo o en el término de traslado a la parte contraria conforme lo prevé el artículo 359 del C. de P.C., Estatuto aplicable en las actuaciones administrativas por disposición expresa del artículo 267 del CCA.

De manera equivocada y antitécnica el citado Departamento pretendió aplicar por analogía lo señalado por el artículo 352 del C. de P.C., en materia de la apelación de autos mas no de sentencias, como es el caso que ocupa nuestra atención, que señala que cuando se accede a la reposición interpuesta por una de las partes, la otra podrá apelar del nuevo auto si fuere susceptible de este recurso.  

La vulneración de los derechos colectivos a que se ha hecho referencia, constituye  un pésimo antecedente en la protección de los mismos, entre los cuales está el goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, al igual que la defensa del patrimonio público (Artículo 4º de la Ley 472 de 1998).

Lo anterior, como quiera que el derecho colectivo al goce del espacio público previsto en la citada normativa, es un derecho constitucional colectivo y del ambiente, en relación con el cual a las luces del artículo 82 el Estado debe velar por la integridad del mismo y su destinación al uso común, razón por la cual en el artículo 63 ibídem de manera perentoria ordenó que  los bienes de uso público son bienes inalienables, imprescriptibles e inembargables, por lo que es contrario a la lógica que bienes que están destinados al uso público de los habitantes puedan ser asiento de los derechos privados, es decir, que al lado del uso público pueda prosperar la propiedad particular de alguno o algunos de los asociados, conforme lo ha dicho la misma Corte Constitucional en la citada sentencia T- 566 de 1992.
Para el presente caso no hay duda de que se trata de la violación de los derechos e intereses colectivos de goce del espacio público, la utilización y defensa de los bienes de uso público y la defensa del patrimonio público, dado que el mismo Departamento de Planeación en el Oficio 2-2006-29562 del 17 de noviembre de 2006, concluye que (…)“si  conforme al Plano F96/4-1 el lote institucional de la Manzana 19 dejó de ser de cesión obligatoria por el cambio autorizado por Planeación Distrital, el institucional de la Manzana 26 a su vez dejó de ser de carácter vendible; por tanto, no resulta jurídicamente lógico, ni inferir que ese cambio operó en una sola vía es decir respecto del lote de la Manzana 19 frente al cual la Junta de Planeación autorizó al DAPD para fijarle las normas urbanísticas correspondientes al uso principal residencial, ni que con esa decisión se pudieran desconocer las normas que establecían los mínimos de cesión obligatoria al Distrito, señalados en el Acuerdo 30 de 1961, vigente para la fecha en que se expidió el Decreto Reglamentario de la Urbanización.

De la documentación que obra en el archivo general de la entidad no se halló evidencia de haberse dado cumplimiento por parte del urbanizador San Felipe El Dorado de las obligaciones contenidas inicialmente en el artículo 21 del Acuerdo 30 de 1961 y luego recogidas en el artículo 49 del Acuerdo 65 de 1967, relativas a la formalización de la Escritura Pública de Cesión de las áreas o zonas definitivas destinadas al uso público, lo que bajo ninguna circunstancia implica la pérdida de los derechos del Distrito sobre las áreas (incluidas las zonas verdes del lote de la manzana 26) que el urbanizador estaba obligado a transferirle a título gratuito, con destino a uso públicos y comunales, toda vez que el urbanizador hizo uso de los derechos urbanísticos otorgados en las respectivas autorizaciones.

Situación muy diferente es la que ahora se plantea por quienes alegan tener derechos posesorios en el lote institucional de cesión obligatoria de la manzana 26 de la Urbanización San Felipe El Dorado, controversia que debe ser resuelta por el Juzgado de conocimiento ante el cual los particulares y el Distrito a través del DADEP presentaran sus argumentos y alegaciones.

Finalmente conviene recordar que es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece por el interés particular, conforme lo consagra la Constitución Política en su artículo 82.

Igualmente y en relación con ese deber de protección ya las disposiciones distritales habían adoptado medidas orientadas a la protección del espacio público tales como el Acuerdo 22 de 1972, que señalaba: “artículo 2. (..) Para todos los fines legales, las áreas o zonas de terreno destinadas al uso público estarán siempre afectadas a este fin específico  con el solo señalamiento que de ellas se haga en el plano de proyecto general”; y el Acuerdo 6 de 1990 que establecía: “artículo 71. Zonas de uso público por destinación que de ellas hagan propietarios o urbanizadores. Para todos los fines legales, en terrenos sin urbanizar en relación con los cuales se tramiten o se hayan obtenido licencias de urbanización, las áreas o zonas de terreno destinadas al uso público estarán siempre afectas a ese fin específico, con el solo señalamiento que se haga de ellas en el  plano de proyecto general, aun cuando permanezcan dentro del dominio privado…”

Comunicación del hecho irregular y análisis a los argumentos expuestos por el Curador Urbano.
El citado hecho irregular fue puesto en conocimiento del Curador Urbano mediante Oficio No. 3700-200761785 del 26 de octubre de 2007, quien a su vez, dio respuesta oportuna a la comunicación, la cual fue analizada por este ente de control, ratificando la irregularidad, como quiera que se viola la protección de la integridad del espacio público y su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular, conforme lo consagra la Constitución Política en su artículo 82.  
2.2.3. Proyecto Urbanístico Altos de Galicia. 
2.2.3.1. Hechos Relevantes
Bajo la referencia No. 03-5-0102 del 6 de febrero de 2003, la señora ANDREA CORREDOR CASTILLO, identificada con C.C. No. 52.691.149, obrando en su condición de propietaria del Lote Sinai ubicado en la Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, solicito ante el Curador Urbano No. 5 la aprobación del Proyecto Urbanístico Altos de Galicia y la expedición de Licencia de Urbanismo y Construcción para un desarrollo urbanístico residencial. Acto administrativo aprobado mediante Resolución No. 03-5-0238 ejecutoriada el 07 de noviembre de 2003, con una vigencia de treinta y seis meses (36) prorrogables por un periodo adicional de doce (12).
El predio objeto de solicitud de las licencias se encuentra en la Localidad  Ciudad Bolívar en Bogotá D.C., sus linderos y área están contenidos en el plano topográfico  CB 62/1-00, aprobado por el entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital. La licencia de construcción y obra nueva se concedió para una Agrupación de vivienda de interés social y área arquitectónica intervenida de 9,462.66 metros cuadrados.
Mediante radicación 04-5-0077 del 30 de enero de 2004, la firma INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES AC Y CEU en calidad de propietaria, solicito ante el Curador Urbano No. 5, modificar la Licencia de Construcción LC 03-5-0238, acto administrativo ejecutoriado el 15 de marzo de 2004, aprobando la modificación, ampliación, adecuación y Vo.Bo., a los planos de alinderamiento y cuadro de áreas del predio urbano localizado Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur. En total el área arquitectónica intervenida ascendió a 10,237.80 metros cuadrados.
Posteriormente, bajo la radicación 06-5-0090 del 20 de enero de 2006 la firma INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES AC Y CEU en calidad de propietaria, solicito ante el Curador Urbano No. 5, Licencia de Construcción Modalidad Modificación en el predio urbano localizado Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, acto administrativo aprobado mediante Licencia de Construcción LC 06-5-0502 ejecutoriada el 4 de mayo de 2006, interviniendo un área arquitectónica de 479.60 metros cuadrados.
Por último, bajo la radicación 06-5-2510 del 10 de octubre de 2006, el solicitante INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES AC Y CEU, tramitó ante el Curador Urbano No. 5 la Modificación de la Licencia de Urbanismo y Construcción / ampliación / adecuación / modificación en el predio urbano localizado en Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur; acto administrativo desistido mediante Resolución E No. 07-5-0059 del 14 de febrero de 2007.

Conclusiones de la evaluación 
2.2.3.2. Hallazgo Administrativo con Incidencia Disciplinaria – La Resolución 03-5-0238 que concede la Licencia de Urbanismo y Construcción al predio rural denominado SINAI, fue autorizada sin el previo cumplimiento de los requisitos exigidos por el Acta Final de Concertación que culmino con la expedición del decreto que asigno el tratamiento especial de incorporación.
Lo anterior en razón a que la Resolución de Urbanismo y Construcción  no exigió la certificación por parte de la Unidad de Prevención y Atención de Emergencias, donde se conceptué favorablemente la ejecución de las obras por parte del constructor, como garantía tanto para las personas como la estabilidad de los terrenos, edificaciones y elementos constitutivos del espacio público, tipificándose incumplimiento al  Decreto “Por el cual se asigna el Tratamiento Especial de Incorporación al predio rústico denominado El Sinaí, ubicado en el Área Suburbana de expansión de la Localidad No. 19 de Ciudad Bolívar”, que en el Capítulo VII Disposiciones Finales, Artículo 24, consigna: “(…). El funcionamiento de tales usos quedará condicionado a la certificación de la Unidad de Prevención y Atención de Emergencias, según Decreto 657 del 25 de Octubre de 1.994, en donde se conceptúe favorablemente para la ejecución de las obras previstas (…), y las que se deriven de la licencia de urbanismo que se expida.” (Subrayado fuera de texto) 
Concomitante con lo anterior, el Decreto Distrital  619 de 2000, en su artículo 85, determina para los futuros desarrollos urbanísticos en zonas de amenaza alta y media por fenómenos de remoción en masa e inundación, los siguientes condicionamientos:
“1. Para la solicitud de licencias de construcción se debe anexar al estudio de suelos un análisis detallado de amenazas y riesgos para el futuro desarrollo, el cual debe incluir el diseño de las medidas de mitigación. 

2. Para la fecha de radicación de documentos para enajenación de inmuebles destinados a vivienda ante la Subsecretaría de Control de Vivienda, se requiere que el urbanizador tenga implementadas las medidas de mitigación propuestas, las cuales deben garantizar la estabilidad, funcionalidad y habitabilidad de las viviendas y en general de todos los elementos que contiene dicho desarrollo. 

a. La Dirección de Prevención y Atención de Emergencia (DPAE) emitirá los términos de referencia (RESOLUCIÓN 364 DE 2000) a seguir en los estudios detallados de amenaza y riesgo por fenómenos de remoción en masa. 

b. La Subsecretaría de Control de Vivienda verificará la existencia de las obras de mitigación propuestas en el estudio de riesgos radicado en la Curaduría Urbana para la expedición de licencias de construcción.

c. El urbanizador deberá incluir dentro de la póliza de garantía, la estabilidad de las obras de mitigación las cuales hacen parte de las obras de urbanismo, requisito indispensable para la entrega de las mismas.”

Como medida de previsión, la Contraloria de Bogotá D.C., solicitó a la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias (DPAE), copia del concepto de amenaza, zona de riesgo, inundación y remoción en masa, del predio ubicado en la Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, Urbanización Altos de Galicia, Localidad Ciudad Bolívar; a la cual respondió:
“(…) 1. Una vez revisada la base de datos de solicitudes de conceptos técnicos para proyectos que adelantan tramite de licencia de urbanísticas, no se encontró solicitud alguna relacionada con el predio  de la referencia, por tanto la Dirección de Prevención y atención de Emergencias- DPAE no emitió ningún concepto Técnico asociado a los tramites del licencia mencionados en su solicitud.
2. De acuerdo con el plano normativo de Amenaza por Remoción en Masa del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá – POT (Decreto 190 de 2004, por el cual se compilan los Decretos 619 de 2000 y 469 de 2003), el sector donde se localiza el predio de la Transversal 73 J No. 62H-51 Sur, se encuentra en una zona de AMENAZA MEDIA y ALTA por procesos de remoción en masa (…).

3. Por otra parte, de acuerdo con el plano normativo de Amenaza por Inundación por Desbordamiento del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá – POT, el sector donde se localiza el predio de la Transversal 73 J No. 62H-51 Sur, aparece como una zona que no está cubierta por el citado plano.
4. Con respecto a su solicitud de emitir recomendaciones al respecto para esta zona, me permito informarle que no es competencia de esta entidad pronunciarse sobre hechos cumplidos (en relación con la expedición de licencias mencionadas), toda vez que para la ejecución del proyecto en la Transversal 73 J No. 62H-51 Sur se debió haber tenido en cuenta lo estipulado en el artículo 85 del Decreto Distrital 619 de 2000, donde se establecen los condicionamientos para los futuros desarrollos urbanísticos en zona de amenaza alta y media por fenómenos de remoción en masa e inundación (vigente en el momento de la expedición de la licencia de urbanismo No. 03-5-0238 del 7 de noviembre de 2003). Así como lo estipulado en el Artículo 141 del Decreto Distrital 190 de 2004 donde se establecen los condicionamientos para los futuros desarrollos urbanísticos que se localicen en las zonas de amenaza alta y media por remoción en masa, identificadas en el plano denominado Amenaza por remoción en masa (vigente en el momento de la expedición de la licencia LC-06-5-0090).”
El párrafo anterior ratifica que la modificación solicitada en el 2006, por los propietarios del predio, prescinde nuevamente de este requisito, con el agravante de que dicha modificación es autorizada por el Curador Urbano No. 5 transgrediendo lo estipulado en el Artículo 141 del Decreto Distrital 190 de 2004 donde se establecen los condicionamientos para adelantar procesos de urbanismo y  construcción que se localicen en zonas de amenaza alta y medio, identificadas en el plano denominado Amenaza por remoción en masa (vigente en el momento de la expedición de la licencia LC-06-5-0090).
Como se observa, los fundamentos de hecho expuestos en los párrafos precedentes, confirman que el Curador Urbano No.5 aprobó la Licencia de Urbanismo y Construcción para el predio que nos ocupa, violando los principios y normas sobre usos y tratamientos que rigen para los desarrollos urbanísticos en zonas de amenaza alta y media por fenómenos de remoción en masa, características propias del predio ubicado en la en la Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, Urbanización Altos de Galicia, Localidad Ciudad Bolívar.

2.2.3.3. Hallazgo Administrativo – La Licencia de Urbanismo y Construcción expedida para el predio ubicado en la Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, Urbanización Altos de Galicia, Localidad Ciudad Bolívar, perdió la vigencia el 07 de noviembre de 2006, observando que actualmente se continúa con el desarrollo de construcción de viviendas sin la respectiva adecuación de las obras de urbanismo.
Este hecho se fundamenta con base en el artículo segundo de la Resolución No. 03-5-0238 que concede la Licencia de Urbanismo y Construcción, ejecutoriada el 07 de noviembre de 2003, el cual determina que el término de la vigencia será de treinta y seis meses (36) prorrogables por un periodo adicional de doce (12), sujeta a que dicha prórroga deberá formularse dentro de los treinta (30) días calendarios anteriores al vencimiento de la respectiva licencia.
Revisada la carpeta de archivo que custodia los antecedentes de la licencias de urbanismo y construcción, del predio que nos ocupa,  se confirmo que bajo la radicación 06-5-2510 del 10 de octubre de 2006, el solicitante INVERSIONES Y CONSTRUCCIONES AC Y CEU, tramitó ante el Curador Urbano No. 5 la Modificación de la Licencia de Urbanismo y Construcción / ampliación / adecuación / modificación en el predio urbano localizado en Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur; acto administrativo desistido mediante Resolución E No. 07-5-0059 del 14 de febrero de 2007; actuación tramitada fuera de los términos de la vigencia; a pesar de que no surtió efectos dicha solicitud de ampliación.

No obstante, desistía la ampliación, la adecuación y modificación de la Licencia de Urbanismo y Construcción, los propietarios continúan interviniendo el predio urbano localizado en Transversal 73 J No. 62 H 51 Sur, avalado por una licencia sin vigencia, contraviniendo los artículos 104 y 105 de la Ley 388 de 1997. De conformidad con el referido artículo 104, numeral 3 la conducta que constituye infracción urbanística: “parcelar, urbanizar o construir en terrenos actos para estas actuaciones, en contravención a lo preceptuado en la licencia, o cuando esta haya caducado”
Coadyuvan a soportar la infracción urbanística, la visita técnica realizada el 7 y 28 de septiembre de 2007 por la comisión evaluadora asignada por la Contraloria de Bogotá,  corroborando la intervención del predio mediante la construcción de viviendas sin la respectiva adecuación de las obras de urbanismo y por intermedio de una valla exhibida que no corresponde a la Licencia de Urbanismo y Construcción expedida para tal fin, como medio de información a la comunidad vecina. El registro fotográfico expuesto a continuación, refleja las inconsistencias que se presentan en el predio que nos ocupa.
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Comunicación del hecho irregular y análisis a los argumentos expuestos por el Curador Urbano.
Los  citados hechos irregulares fueron puesto en conocimiento del Curador Urbano mediante Oficio No. 3700-200761785 del 26 de octubre de 2007, quien a su vez, dio respuesta oportuna a la comunicación, la cual fue analizada por este ente de control, ratificando las irregularidades, como quiera que:

Con la expedición de la Licencia de Construcción LC 03-5-0238 ejecutoriada el 15 de marzo de 2005, el Curador Urbano No. 5 no requirió en su momento el concepto emitido por la DPAE frente a la amenaza de alto y medio riesgo característica del predio que nos ocupa, contraviniendo el Decreto 469 del 23 diciembre de 2003, artículo 112 (Modifica el artículo 85 del Decreto 619 de 2000) que define los Condicionamiento para adelantar procesos de urbanismo y construcción en zona de amenaza o riesgo alto y medio, precisando en el numeral 2., literal a., lo siguiente: “Para la licencia de construcción, se deben tener en cuenta las restricciones en actos administrativos por el cual se rige el barrio o sector, fijadas en el concepto de riesgo emitido por la Dirección de Prevención y Atención de Emergencias” ( negrilla y subrayado fuera de texto); por tanto se debió tener en cuenta el acta de concertación capitulo VII disposiciones finales (Decreto 657 del 25 de octubre de 1994) y la norma vigente anteriormente descrita. 
Es de  anotar que el acta de concertación dice así “el funcionamiento de tales usos quedará condicionado a la certificación de la Unidad de Prevención y Atención de emergencias, según el decreto 657 de l 25 de octubre de 1994., en donde conceptué favorablemente para ejecución de las obras previstas en los oficios mencionados en el articulo 4 relacionados con las empresas de servicios públicos, y las que se deriven de la licencia de urbanismo que se expida…. (Subrayado y negrilla fuera de texto)

Para la licencia LC 06-5-0090 Radicación 06-5-0502 del 20 de enero de 2006 en la cual se resuelve otorgar Licencia de construcción en la modalidad de modificación en el predio urbano localizado en la siguiente dirección TV 73 J 62 H 51 Sur se aplica el articulo 141 del decreto  Distrital 190 del 22 de junio de 2004  condicionamientos para adelantar procesos de urbanismo y construcción en zonas de amenaza o riesgo alto y medio

Como se observa, las licencias citadas no contemplaron que el predio objeto de las mismas se encontraba en una zona de amenaza media y alta por procesos de remoción en masa, hecho que se evidencia en el Formulario único que autoriza la licencia ítems 1.3. y 10.1., respectivamente de cada licencia y adicionalmente la DPAE mediante oficio radicado No. 200755753 de fecha 18 de septiembre de 2007 nos confirman que no emitieron ningún concepto técnico asociado a los tramites de licencia mencionados en la solicitud.

Se excluye de la responsabilidad al Curador Urbano No.5 relacionada con el numeral 2.2.3.3., habida cuenta, que comunico oportunamente a la Alcaldía Local de Ciudad Bolívar la Resolución 07-5-0059 del 14 de febrero de 2007, por el cual se desistió el trámite a la modificación de la Licencia de Urbanismo y Construcción.
2.3. Evaluación Financiera y Contable - Estado de Resultados 
La evaluación se realizó a la información financiera reportada por el Curador Urbano No.5, por el periodo comprendido entre el 01 de enero y el 31 de diciembre de 2006, aplicando planes y programas de auditoria incluyendo pruebas sustantivas, analíticas y de cumplimiento, de manera selectiva a los documentos soportes que respaldaron las operaciones y registros del Estado de Resultados de los ingresos y gastos operacionales, para comprobar la relación de causalidad con la función pública encomendada.
Conforme a lo establecido en la Carta Circular número 60 y la respuesta a la Consulta Contable 310 – 12 emitía por la Contaduría General de la Nación, los Curadores Urbanos, en su condición de particulares, pueden utilizar el Catálogo General de Cuentas que les sea aplicable, siempre que garanticen que la información contable relacionada con los recursos públicos que tienen a su cargo, se lleve en forma separada; por lo que consideran procedente la aplicación del Decreto 2649 de 1993, para llevar su contabilidad.

Como resultado de la evaluación, se concluye:
2.3.1. Ingresos.

A 31 de diciembre de 2006 el Curador Urbano No. 5 presento en su Estado Financiero de Ingresos Operacionales en cuantía de $4.427.9 millones de pesos, por concepto de la función pública encomendada por el estado, en el proceso de estudio, trámite y expedición de las licencias de urbanismo y construcción; cantidad discriminada en los siguientes cargos fijos, variables y otros ingresos, reflejados en el cuadro No. 03:

CUADRO No. 03
INGRESOS OPERACIONALES A 31 DE DICIEMBRE DE 2006










En Pesos
	CUENTA
	VALOR

	POR EL SERVICIO COMO CURADOR URBANO NO. 5
	4.420.534.052.

	Cargos fijos
	892.746.460
	

	Cargos variables
	3.357.150.212
	

	Cargos únicos por otras actuaciones
	170.637.380
	

	OTROS INGRESOS
	7.410.000

	TOTAL INGRESOS OPERACIONALES
	4.427.944.052


 Fuente: Estado financiero de ingresos y egresos a diciembre 31 de 2006
Realizado el análisis a las cifras que muestra el Estado de Resultados en lo que tiene que ver con los Ingresos Operacionales correspondientes a la vigencia 206, se determinó que los registros de las operaciones financieras producto del proceso de expedición de licencias de construcción y urbanismos, fueron registrados en forma oportuna y se encuentra debidamente soportados, con documentos validos y suficientes. 
2.3.2. Gastos
El Estado Financiero de Gastos presentados por el Curador ascendió a $1.843.7 millones de pesos; de los cuales el 99.37%, equivalente a $1.83.1 millones de pesos, corresponde a gastos operacionales y la diferencia 0.63% ($11.5 millones) a gastos no operacionales.
La cuenta de mayor participación en los gastos operacionales fue la de nómina de personal por $938.2 millones de pesos, correspondiente al 51.20%; la de menor participación al pago de seguros con el 0.01%; las cuales fueron registrados en forma oportuna y se encuentran debidamente soportados con documentos validos y suficientes. EL Cuadro No.04 refleja los gastos ocasionados a 31 de diciembre de 2006.
CUADRO No. 04
GASTOS A 31 DE DICIEMBRE DE 2005








En Pesos
	NOMBRE CUENTA
	VALOR

	GASTOS OPERACIONALES 
	1.832.108.718

	Personal (nomina)
	938.262.298

	Honorarios
	355.214.133

	Impuesto
	39.231.343

	Arrendamiento
	146.569.456

	Seguros
	1.906.254

	Servicios
	140.454.645

	Legales
	12.532.437

	Mantenimiento y Reparación
	4.113.446

	Adecuaciones Instalaciones
	3.007.982

	Depreciaciones
	22.313.001

	Diversos
	168.503.723

	NO OPERACIONALES
	11.549.694

	Financieros
	7.732.899

	Gastos Diversos
	3.816.796

	TOTAL GASTOS  OPERACIONALES
	1.843.658.412


Fuente: Estado financiero de ingresos y egresos a diciembre 31 de 2006
2.4. Evaluación Sistemas de Información y Comunicación
2.4.1. Sistemas de Información – Estructura  Tecnológica.

La evaluación se oriento a verificar  los Sistemas de Información y soporte tecnológico, que sirven de herramienta a los procesos enfocados a la expedición de licencias de urbanismo y construcción.

Efectuada la revisión de la propuesta entregada por el Curador Urbano No. 5, garante del Concurso de Meritos que lo vinculo como Curador para el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2006, se pudo constatar que el Ingeniero cuenta con mayor cantidad de equipos de computo de características superiores a las solicitadas en el pliego del concurso.

El Decreto 564 de 2006, artículos 101 y 102, reglamenta las disposiciones relativas a los medios tecnológicos y sistemas de transmisión de datos que deben utilizar los curadores para la emisión de licencias,  a saber:

“Artículo 101. Conexión electrónica con las oficinas de planeación. Los municipios y distritos, al momento de convocar el concurso de que trata el Capítulo III del presente Título, establecerán las exigencias mínimas que deben cumplir los curadores urbanos durante su período individual en cuanto a tecnología de transmisión electrónica de datos y equipos de cómputo para garantizar la conexión electrónica con las oficinas de planeación municipales o distritales, o las que hagan sus veces, de manera que puedan acceder a la información que requieran para la expedición de las licencias. En todo caso, los municipios y distritos deberán garantizar la disponibilidad de medios tecnológicos o electrónicos para hacer efectiva dicha conexión. 

Artículo 102. Utilización de sistemas electrónicos de archivos y transmisión de datos. De conformidad con lo previsto en el artículo 6 de la Ley 962 de 2005, los curadores urbanos deberán habilitar sistemas de transmisión electrónica de datos para que los usuarios envíen o reciban la información requerida en sus actuaciones frente a las materias objeto de la curaduría.”

En virtud de lo anterior, se constató que el curador cumple con las disposiciones requeridas en dicho Decreto, soportado en las siguientes actividades de auditoria:

Se elaboró un inventario del Hardware en las oficinas de la Curaduría Urbana, y se encontró que los equipos existentes tienen tecnología superior satisfaciendo con las necesidades requeridas para el cumplimiento de los objetivos misionales. 

En cuanto al software o sistemas de información, la plataforma que maneja actualmente esta basada en el sistema operativo Windows. Teniendo un servidor con Windows 2003 Server, tanto el servidor como los usuarios o clientes del sistema se encuentran debidamente licenciados.

Para proteger los altos riesgos de infección de virus adquiridos en gran medida por el ingreso a Internet y por tener sistemas de comunicación abiertos que permiten el envió y recepción de datos entre entidades, encontramos que el antivirus que se maneja en el 70.2% de los equipos (corresponde a 33 equipos) es el PANDA ANTIVIRUS (licenciado aunque esta licencia no es obligatoria), un  8.5 % (corresponde a 4 equipos) maneja el antivirus conocido como AVG (no requieren licencia) y el restante 21.3% (corresponde a 5 equipos) se encuentran sin antivirus instalado.

Como soporte al trabajo realizado por los funcionarios y usuarios del sistema, cuenta con las siguientes herramientas de Software: 

Microsoft Office: se manejan diversas versiones: 2003 Basic, Small Bussinnes 2007, 97 Profesional y 2003 Profesional. Esta herramienta sirve como apoyo en las diferentes oficinas, manejando básicamente el procesador de palabra, la hoja de cálculo y el graficador. Revisando las licencias de manejo, se encontró que se cuenta con el licenciamiento de todas las versiones; igualmente, el Auto Cad LT 2005, sistema que sirve de soporte para la revisión de planos y todos los archivos gráficos que lo requieran, se encuentra debidamente licenciado.
2.4.2. Unificación del Proceso – Expedición de Licencias 
El aplicativo implementado por la curaduria para integrar  todos los procesos inmersos en la expedición de las licencias de construcción y urbanismo, se denomina Curador 5; incluye los procesos de radicación, facturación, arquitectura, jurídica, archivo, consulta, administración y sistema contable, estructura que se refleja en el siguiente diagrama de flujo:

[image: image3]
Diagrama de Flujo Procesos que Intervienen en la Expedición de Licencias
Para verificar la calidad del Software en el proceso de expedición de licencias, y al ser identificados los procesos que intervienen en el mismo, se tomo un listado de las personas que intervienen en estos procesos, se escogió una persona por cada tarea y se les efectuaron entrevistas personalizadas para verificar que tan y eficiente y confiable consideran es el sistema en el proceso que cumple y si se tiene alguna objeción en cuanto al manejo y la seguridad del mismo. Como resultado de estas entrevistas se encontró que hay satisfacción del sistema por parte de los usuarios, encontrando que existe confiabilidad, seguridad, eficiencia y eficacia en las tareas que realizan.
Efectuadas las entrevistas y evaluado el software se encontró que éste cubre en un cien por ciento el manejo de las licencias desde el momento en que son radicadas para su solicitud hasta el momento en que son negadas o adjudicadas.

Pasando a revisar la parte estructural y de diseño de la red interna, la curaduria cuenta con un sistema de red topología estrella,  tendida en su 100% con canaleta metálica doble, cableado estructurado UTP 5E, y una red eléctrica regulada, todos los puntos se encuentran debidamente marcados e identificados según la normatividad. 

Para el área de las comunicaciones, tanto de voz como de datos, se tiene 6 Patch Panel de 24 puertos cada uno, los cuales se encuentran divididos en 2 panel de 24 puertos cada uno, para el manejo de datos, y 4 panel de 24 puertos para voz (rotulados 2 para voz y 2 para teléfono) para un total de 96 puertos, los patch panel se encuentran interconectados en cascada. 

Al verificar la conectividad con el DAPD, podemos observar que la Curaduria cumple con los requerimientos de conectividad y comunicación, cuenta con una conexión dedicada para comunicación en línea con el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, el cual maneja una capacidad de  512 Kbps.

3. ANEXOS  

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

VIGENCIA 2006








Cifras en Millones de $
	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION



	ADMINISTRATIVOS 

	1
	NA
	2.2.3.3


	FISCALES


	2
	240.4
	2.1.2.1        2.1.2.2

	DISCIPLINARIOS
	2
	NA
	2.2.1.3.
2.2.3.2.

	PENALES


	1
	NA
	2.2.2.3.

	TOTAL


	6
	240.4
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� Decreto No. 1421 del 21 de Julio de 1993 “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá” 


� Martha Lucía Ángel Bernal, El Curador Urbano, Señal Editora, 2004.


� Radicación 1.650,  2 de junio de 2005C.P. Gustavo Aponte Santos


� Corte Constitucional, Sentencia T- 566 de 1992.
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